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PONE EN CONOCIMIENTO. SOLICITA. CASO FEDERAL.- 

 

Señor Juez: 

Daniel J. Bugallo Olano, letrado apoderado del 

Defensor del Pueblo de la Nación, con domicilio constituido en la calle Alem 430, 

P.B. (Colegio de Abogados de Quilmes), casillero 1172, de esta ciudad, en el 

expediente n° 25/09, caratulado: “ACUMAR s/ URBANIZACION DE VILLAS Y 

ASENTAMIENTOS PRECARIOS”, de los autos principales nro. 01/09, 

caratulados “MENDOZA, Beatriz Silvia y otros c/ ESTADO NACIONAL y otros 

s/ EJECUCION DE SENTENCIA (en autos Mendoza, Beatriz Silvia y ots. c/ 

Estado Nacional y ots. s/ Daños y Perjuicios; daños derivados de la 

contaminación ambiental del Río Matanza-Riachuelo)”, a V.S  digo: 

 

I.- OBJETO. 

Que, en cumplimiento de la manda de la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación para el control del cumplimiento del programa 

establecido en la sentencia en ejecución fortaleciendo la participación ciudadana, 

vengo a realizar las consideraciones que infra se desarrollan a efectos de prevenir 

posibles obstáculos al logro de los objetivos del fallo y de solicitar acciones 

correctivas en relación al objetivo de “Urbanización de villas y asentamientos 

precarios”. 

En tal sentido, pongo en su conocimiento situaciones 

de hecho que podrían contrariar lo dispuesto en el presente proceso y afectar 

derechos de las personas involucradas en el plan de relocalización de habitantes 

del camino de sirga, en particular de aquellos provenientes de los barrios “El 

Pueblito”, “Magaldi”, “Lujan” y “Villa 21-24”. 
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Teniendo en cuenta que las acciones que se describen 

a continuación forman parte de la primera etapa de implementación de políticas 

por parte de la ACUMAR en materia de vivienda, consideramos imprescindible 

subsanar los erros señalados y actuar preventivamente con miras a evitar 

posibles situaciones problemáticas o conflictivas en futuras relocalizaciones. 

A tales fines se adjuntan al presente propuestas de 

instrumentos de gestión para un adecuado cumplimiento del fallo. La primera 

refiere a la implementación de indicadores operativos para evaluar el 

cumplimiento de la manda de relocalización, y la segunda a pautas para el 

funcionamiento de las mesas de trabajo en relación a dichos procesos. 

 

II.- PROBLEMAS DETECTADOS EN LOS 

PROCESOS DE RELOCALIZACIÓN DE LA CIUDAD 

AUTÒNOMA DE BUENOS AIRES. 

Hasta la fecha se han relocalizado en la C.A.B.A. 197 

familias, comprendiendo este número a las 136 familias relocalizadas al complejo 

de Av. Castañares y Portela en los meses de octubre y noviembre de 2011, 

provenientes del barrio “El Pueblito”, las 32 familias relocalizadas al complejo de 

Av. Castañares y Portela entre diciembre de 2011 y febrero de 2012 provenientes 

del barrio “Magaldi” y las 29 familias relocalizadas al complejo de Av. Cruz y 

Lacarra en junio de 2011 provenientes del barrio “Lujan”. 

A partir de la visita a dichos complejos de viviendas por 

parte de esta Defensoría y la recepción de inquietudes por parte de los vecinos se 

tomó conocimiento de que, tanto en el complejo de viviendas de Av. Castañares y 

Portela como en el ubicado en Av. Cruz y Lacarra, se suscitan problemas que 

requieren de una pronta intervención; los que a continuación señalamos: 
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a) Estado de las viviendas al momento de la entrega 

Se ha registrado que las viviendas de ambos complejos 

presentan problemas de seguridad (por ejemplo, no cuentan con barandas en 

ventanas y balcones que protejan a niños pequeños) y en las terminaciones (se 

han entregado viviendas sin cerraduras, con las carpinterías colocadas al revés 

de lo debido, sin revestimientos en los pisos de las habitaciones, con huecos 

entre las placas que revisten los techos, revestimientos de techos y paredes rotos, 

entre otros). 

b) Provisión de servicios básicos 

- Energía eléctrica. Ambos complejos cuentan con instalaciones de energía 

eléctrica provisorias, comúnmente llamadas “luz de obra”, no habiéndose 

instalado aun los medidores individuales de cada vivienda. En Av. Cruz y Lacarra, 

desde el momento de la mudanza hasta la fecha se realizan cortes programados 

dos veces al día, de dos horas de duración cada uno generando numerosos 

inconvenientes a los vecinos. 

- Gas. Ninguna de las viviendas del complejo de Av. Cruz y Lacarra cuenta con 

gas natural, ya que no se encuentra ejecutada la conexión al caño maestro. Por 

su parte, en el complejo de Av. Castañares y Portela se han habilitado las 

conexiones de gas natural en algunos de sus módulos, mientras que otros 

continúan sin este servicio. Es de destacar que, incluso habiendo transcurrido 

tiempos prolongados desde realizadas las mudanzas (en algunos casos, como el 

de las familias de El Pueblito, más de dos meses), las viviendas no cuentan con la 

habilitación de la conexión interna, y por ende se ven imposibilitados de solicitar la 

conexión del servicio a la empresa prestadora. 

- Agua. En el complejo de Av. Castañares y Portela aún no se instalaron los 

tanques de agua, lo que genera un servicio deficiente por falta de presión. Por su 
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parte, en  el complejo de Av. Cruz y Lacarra los mencionados cortes de energía 

provocan también la falta de agua en las viviendas. 

c) Accesibilidad a los servicios esenciales para el 

desarrollo de los habitantes (cfrme. resolución del 22/02/2011) 

- Educación: No se encuentra prevista la organización de la asignación de nuevas 

vacantes en los establecimientos educativos, lo que originó dificultades, retrasos e 

incertidumbre sobre la continuidad escolar de los niños y niñas que debieron 

relocalizarse. Máxime cuando algunas de relocalizaciones se realizaron en medio 

del año escolar. 

- Salud: Los vecinos relocalizados en el complejo de Av. Castañares y Portela 

expresaron que las ambulancias se niegan a ingresar al barrio, lo que genera una 

imprevisión respecto a la prestación de servicios de emergencia. 

d) Acceso a la información por parte de los vecinos 

de los barrios a ser relocalizados  

- Los vecinos del Asentamiento Magaldi manifestaron carecer de información 

sobre las fechas en que se realizarían las mudanzas pendientes. Ello genera una 

situación de incertidumbre y numerosos problemas en la organización de la vida 

familiar, como por ejemplo no poder decidir en qué distrito escolar debían solicitar 

vacantes escolares para los hijos. 

- En reiteradas oportunidades el gobierno de la C.A.B.A. ha omitido informar con 

certeza  sobre la fecha de finalización de las obras (por ejemplo, en el caso de las 

viviendas de “Los Piletones” previstas para vecinos del Asentamiento Magaldi), 

sobre la fecha de mudanza (por ejemplo en el caso de las viviendas de Gral. Paz 

y Castañares) o sobre el estado del trámite de adquisición de los terrenos para 

realizar las relocalizaciones (como en el caso de Villa 21-24). De más está aclarar 
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que dicha información es indispensable para realizar las relocalizaciones de modo 

ordenado y eficaz. 

 

Es menester señalar que con anterioridad a esta 

presentación se ha advertido a las autoridades correspondientes respecto a las 

situaciones mencionadas.  

Los vecinos han reclamado al respecto en los espacios 

institucionales existentes (“Mesa de Trabajo para planificación y ejecución de 

criterios y parámetros de relocalización de los vecinos afectados por el camino de 

sirga del Asentamiento Magaldi” Villa 21-24 y “Mesa de Trabajo por el Complejo 

Habitacional Portela, Castañares y Lafuente”), esta Defensoría ha informado a la 

ACUMAR, mediante notas de fecha 20/01/2012 y 16/02/2012, y denunciadas por 

la Asesoría Tutelar ante la Cámara en lo Contencioso Administrativo de la Ciudad 

y por la Defensoría General de la Ciudad de Buenos Aires en presentaciones 

dirigidas al Instituto de la Vivienda de la Ciudad (IVC).-  

 

III.-  SOLICITA ACCIONES CORRECTIVAS 

Por los motivos expuestos, y atento el hecho de que las 

relocalizaciones mencionadas se realizaron sin haberse finalizado las obras de 

infraestructura necesarias para entregar los inmuebles en condiciones de 

habitabilidad pertinentes, solicitamos que V.S. intervenga a efectos de garantizar 

la efectiva finalización de las obras necesarias y las adecuaciones que resulten 

pertinentes para garantizar el cumplimiento de los objetivos del fallo en ejecución.  

En este sentido entendemos necesario que: 
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a. en las relocalizaciones en marcha, no se tenga por cumplida la manda de 

relocalización hasta tanto no se verifique judicialmente la efectiva finalización 

de las obras y la normal provisión de los servicios básicos;  

b. en los casos en que la manda de relocalización ya se tuvo por cumplida 

(siendo por ejemplo el caso de los barrios “El Pueblito” y “Lujan”), se ordene la 

finalización de las obras y la provisión de los servicios, suspendiendo el inicio 

del pago de las cuotas correspondientes a la vivienda hasta tanto dichos 

problemas no se encuentren resueltos. 

Ello, sin perjuicio de las sanciones conminatorias que 

pudieran corresponder a los responsables del incumplimiento de las mandas en el 

tiempo estipulado y las condiciones adecuadas para garantizar los derechos de 

los ciudadanos involucrados.  

 

IV. PROPUESTA DE INDICADORES PARA LA 

EVALUACIÓN DE VIVIENDAS Y SERVICIOS. 

A fin de colaborar con V.S. en la evaluación del 

cumplimiento de las condiciones que garanticen los derechos de las personas 

relocalizadas, proponemos un conjunto de indicadores que permiten identificar 

con celeridad y precisión si las viviendas a entregar cumplen con las condiciones 

mínimas para ser consideradas adecuadas y si se han cumplido las previsiones 

necesarias para garantizar la accesibilidad a los servicios esenciales para el 

desarrollo de los habitantes.  

Presentamos el mismo en el Anexo I del presente 

escrito, “Recomendación de indicadores de aspectos básicos a ser resueltos 

previamente a la relocalización de familias en el marco del proceso de 

saneamiento la Cuenca Matanza - Riachuelo”. 
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V.- MESAS DE TRABAJO: CONSTRUCCIÒN DE 

CONSENSO, ACCESO A LA INFORMACIÓN Y 

SOLUCIÓN DE CONTINGENCIAS. 

 

En aras de colaborar al fiel cumplimiento de los 

objetivos establecidos por el tribunal cimero en la sentencia en ejecución, hemos 

elaborado un documento de “Lineamientos para el Funcionamiento de las 

Mesas de Trabajo”  que se presenta en el Anexo II, donde se expresan las 

condiciones que, en opinión del Cuerpo Colegiado, deben cumplir las instancias 

de participación, los que solicitamos se ordene su aplicación. 

El objetivo de estos lineamientos es el resguardo de la 

participación activa que los vecinos están desarrollando en la definición de las 

condiciones de relocalización y en la búsqueda de soluciones a las diversas 

cuestiones que se presentan durante este proceso. 

Cabe destacar que la participación de las personas 

involucradas no resulta solamente pertinente a los fines de la sensibilización 

respecto de los vértices legal y social requerida por V.S. en la manda del 

22/02/2011, sino que también es condición necesaria para el resguardo de sus 

derechos, dado que sólo de esta forma puede encontrarse la vía más adecuada 

de ejecución y preverse las variadas contingencias y situaciones problemáticas 

que pudieran suscitarse durante el proceso de relocalización, como ser la 

adecuación de las viviendas a las necesidades de las personas, familias y grupos, 

y aquellas vinculadas al desarraigo (en relación a las relaciones sociales barriales 

e inter-barriales que se reconfigurarán con las mudanzas).  

Es preciso, además, remarcar que las mesas de trabajo 

constituyen un importante aporte a la efectiva ejecución de las mandas judiciales, 

como lo demuestra la experiencia de la búsqueda de terrenos para la 

relocalización de los habitantes del camino de sirga de la Villa 21-24 en la cual la 



 8 

mayor parte de las alternativas evaluadas fueron resultado de propuestas de los 

propios representantes de los vecinos y no de la búsqueda activa por parte de las 

autoridades. 

Asimismo hemos tomado conocimiento de una 

propuesta de protocolo de funcionamiento para las Mesas de Trabajo plasmada 

en una “Minuta de Reunión” entre la ACUMAR y el Instituto de la Vivienda de la 

Ciudad de Buenos Aires en fecha 12 de marzo de 2012. Al respecto deseamos 

manifestar nuestro rechazo a los términos de esa propuesta de reglamento, ya 

que lo allí expresado atenta contra el funcionamiento efectivo de las Mesas de 

Trabajo y la participación de los vecinos involucrados.  

En efecto, la propuesta de las autoridades restringe 

indebidamente el número de participantes, impide un diálogo equilibrado al privar 

a los vecinos del asesoramiento legal o técnico que ellos consideren necesario, 

impone una obligación de confidencialidad y secreto irrazonable que vulnera la 

comunicación entre representados y representantes, cuando uno de los objetivos 

de las mesas es justamente comunicar a todos los interesados los pormenores 

del proceso de relocalización condición indispensable para lograr los consensos 

necesarios. Además, el proyecto excluye expresamente la posibilidad de solicitar 

informes o documentos, lo que impone una restricción irrazonable a su 

funcionamiento, contraria al derecho a recibir información y la consecuente  

obligación de informar que pesa sobre las autoridades públicas.  

 

VI.- RESERVA DE CUESTION FEDERAL 

Para la eventualidad de que V.S. no hiciere lugar a lo 

peticionado en el presente escrito, se deja planteada la cuestión federal, por 

cuanto un fallo que así decidiera avalaría la conducta de la demandada que 

resulta violatoria de las garantías y derechos reconocidos por nuestro Máximo 
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Tribunal plasmados en esta presentación importando asimismo, un 

desconocimiento de la sentencia dictada en esta causa.  

Ello posibilitaría una presentación ante la Corte 

Suprema de Justicia de la Nación por vía del recurso extraordinario, regulado en 

el art. 14 de la ley 48 y Acordada por la CSJN Nº 4/2007, y de conformidad con lo 

dispuesto en el Considerando 21º del fallo en ejecución. 

 

VIII. Deseo aclarar respetuosamente a V.S. que esta 

presentación no tiene por finalidad entorpecer ni contradecir lo decidido en autos 

por el Tribunal, sino únicamente posibilitar la más adecuada mudanza de los 

habitantes del camino de sirga hacia las nuevas viviendas  

Pido por ello, especial consideración con lo aquí 

requerido, insistiendo en que el Tribunal adopte las medidas que se solicitan en 

esta presentación  

 

IX.- Por lo expuesto, pedimos que:  

 

a. Respecto de la relocalización de los habitantes del camino de sirga del 

Asentamiento Magaldi, no se tenga por cumplida la manda hasta tanto no se 

encuentren resueltos los problemas relativos a la finalización de las obras y 

provisión de servicios básicos. 

 

b. En los casos de los barrios “El Pueblito” y “Lujan”, en los que  la manda de 

relocalización ya se tuvo por cumplida, establezca un plazo razonable y lo más 

acotado posible para la finalización de obras y la resolución de los problemas 

expuestos,  suspendiendo hasta entonces la fecha de inicio de pago del crédito. 
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c. Se adopten los indicadores propuestos como requisitos para las 

relocalizaciones venideras y se instrumente su utilización para el control de las 

mismas.   

d.  Que en el futuro el incumplimiento de los indicadores propuestos se considere 

como incumplimiento de la manda de relocalización, dando lugar a la 

aplicación de sanciones conminatorias.   

e. Se tengan en cuenta para el funcionamiento de las Mesas de Trabajo los 

lineamientos que adjuntan al presente escrito. 

 

Proveer de conformidad 

SERA JUSTICIA 


